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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Colom García, la Jueza 
Domínguez Irizarry y la Jueza Soroeta Kodesh   

 

Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Mediante un recurso de revisión administrativa presentado el 

6 de julio de 2018, comparece Empresas Mundo Motors Imports, 

Inc. (en adelante, la recurrente).  Nos solicita que revoquemos una 

Resolución emitida el 25 de mayo de 2018 y notificada el 6 de junio 

de 2018, por el Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo).  

Por medio del dictamen recurrido, el DACo decretó la nulidad de un 

contrato de compraventa de un vehículo de motor suscrito por la 

recurrente y la Sra. Enriqueta Arroyo Gracia (en adelante, la 

recurrida). 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

modifica la Resolución recurrida a los únicos efectos de eliminar a 

Reliable Financial Services, Inc. (en adelante, Reliable), como 

responsable solidario de la recurrente.  Así modificada, se confirma 

la Resolución recurrida. 
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I. 

 El 26 de mayo de 2016, la recurrida adquirió un vehículo de 

motor usado marca Toyota, modelo Yaris, del año 2012, tablilla IQV-

359, mediante un contrato de compraventa suscrito con la 

recurrente.  Por concepto de pronto pago para la compraventa, la 

recurrente entregó en “trade in” el auto que tenía y que fue valorado 

en $3,000.00, más $700.00 en efectivo.  No obstante, por estar 

registrado a nombre de una persona fallecida y la recurrida no poder 

someter oportunamente varios documentos que se le solicitaron, el 

auto que usaba la recurrida no pudo darse en “trade in”.  El 22 de 

junio de 2016, la recurrida visitó las facilidades de la recurrente y 

entregó $3,000.00 de pronto.  Además, la recurrida recogió el auto 

que no pudo dar en “trade in”.  Resulta menester señalar que el 

precio de la compraventa restante fue financiado por Reliable.  

 Subsecuentemente, la recurrida se percató de que el auto 

comprado probablemente había sido chocado anteriormente y que 

“tiraba” hacía un lado.  Al percatarse de lo anterior, la recurrida le 

reclamó a la recurrente, la cual hizo caso omiso a la reclamación.  

El 6 de septiembre de 2016, la recurrida presentó una Querella ante 

el DACo.   

 El 5 de octubre de 2017, el Sr. Nelson Feliciano Charles, 

investigador de querellas del DACo, realizó la inspección del auto 

objeto de la Querella.  Del Informe de Investigación Vehículo de Motor 

rendido por el investigador, se desprende que al auto eje de la 

controversia se le reasignó el “label” del bonete y del guardalodos del 

lado derecho del auto.  Asimismo, concluyó que debido al “impacto 

recibido le fueron reemplazados el guardalodo del lado derecho y el 

bonete.”   

 Continuado el trámite administrativo, el 17 de mayo de 2018, 

el DACo celebró la vista administrativa de rigor.  El 25 de mayo de 

2018, notificada el 6 de junio de 2018, el DACo dictó la Resolución 
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recurrida.  En la Resolución aludida, el DACo realizó las siguientes 

determinaciones de hechos: 

1. El 8 de mayo de 2016, la parte querellante, adquirió 
de Empresas Mundo Motors Imports Inc. h/n/c 
Mundo Motors (la querellada) un vehículo de motor 

usado marca Toyota, modelo Yaris, año 2012, tablilla 
IQV-359, número de serie JTDBT4K30CL033467. 

 
2. El precio de venta del vehículo fue de $11,600.00. 
 

3. Al momento de la compraventa la parte querellante 
entregó un vehículo en “trade in” el cual fue valorado 
en $3,000.00. 

 
4. El día de la compraventa, la parte querellante dio un 

pronto pago de $700.00. 
 
5. El 4 de junio de 2016, la parte querellada le notificó 

a la parte querellante que debido a que el vehículo 
que había dado en “trade in” estaba a nombre de una 

persona fallecida debía someter unos documentos.  
Se le indicó además a la querellante que de no 
someter los documentos requeridos no se podía 

tomar el vehículo en “trade in” y tendría que pagar los 
$3,000.00 de pronto pago. 

 

6. La parte querellante no le proveyó a la parte 
querellada los documentos que le fueron requeridos 

para lo del vehículo dado en “trade in” y por lo tanto 
este no pudo ser tomado en “trade in”. 

 

7. El 22 de junio de 2016, la parte querellante visitó las 
facilidades de la parte querellada para llevarle 
$3,000.00 de pronto pago y para recoger el vehículo 

que no pudo ser tornado en “trade in”. 
 

8. La parte querellante-financió el balance del precio del 
vehículo con Reliable Financial Services, Inc. 

 

9. A dicho vehículo se le otorgó una garantía de noventa 
(90) días o tres mil (3,000) millas, lo primero que 

ocurra. 
 

10. Poco tiempo después de la compraventa, la parte 

querellante se percató que el vehículo tiraba para el 
lado y que aparentaba haber sido chocado. 

 

11. Inmediatamente la parte querellante le reclamó a la 
parte querellada. 

 
12. La parte querellada hizo caso omiso a las 

reclamaciones de la parte querellante. 

 
13. El 6 de septiembre de 2016, la parte querellante 

radicó querella ante este Departamento. 
 

14. El 5 de octubre de 2016, el Sr. Nelson Feliciano 

Charles, investigador de querellas de autos de este 
Departamento llevó a cabo una inspección conjunta. 
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15. Surge del informe emitido por el investigador del 
Departamento lo siguiente: 

“Fuera inspeccionada la misma se pudo percibir 
que a la misma se le había reasignado el labor 

bonete y el label del guardalodo del lado derecho.” 
 
16. En adición, indicó el investigador en el informe 

emitido lo siguiente: 
“...No obstante a raíz del impacto recibido la 
misma le fueron reemplazados el guardalodo del 

lado derecho y el bonete.”  (Énfasis nuestro) 
 

17. En ese momento la parte querellante, o sea con 
posterioridad a la compraventa, la parte querellante 
advino en conocimiento que el vehículo había sido 

impactado y reparado previo a la compraventa. 
 

18. Ninguna de las partes presentó prueba pericial que 
rebatiera el informe del Sr. Nelson Feliciano 
Charles, investigador del Departamento. 

 
19. La parte querellada no le notificó verbalmente a la 

parte querellante previo a otorgar el contrato de 

compraventa que el vehículo había sido impactado 
y reparado. 

 
20. De haber tenido conocimiento que el vehículo había 

sido impactado y reparado previo a la compraventa, 

la parte querellante no lo hubiera comprado. 
 
21. La parte querellante declaró durante la vista 

administrativa que esta al día en el pago de las 
mensualidades de vehículo objeto de la presente 

querella. 
 
22. Declaró además la querellante, lo cual nos mereció 

total credibilidad que antes de la compraventa la 
parte querellada no le informó que el vehículo había 

sido impactado y reparado.  Indicó además la 
querellante que de haber sabido que el vehículo era 
chocado no lo hubiera comprado. 

 
23. La parte querellada reemplazó el foco delantero y 

alinearon el vehículo objeto de la presente querella. 

 
24. Durante la vista administrativa la parte querellante 

indicó que en ningún momento había llegado a un 
Acuerdo de Transacción con la parte querellada y 
reiteró su petición de la cancelación del contrato. 

 
25. El Sr. Nelson Feliciano Charles, investigador de este 

Departamento indicó que durante la inspección 
conjunta las partes no habían llegado a ningún 
acuerdo y que la parte querellante se había 

reiterado en que solicitaba la cancelación del 
contrato.  (Énfasis en el original).1 

 

                                                 
1 Véase, Resolución, Apéndice del recurso de revisión administrativa, págs. 9-11. 
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 En atención a las anteriores determinaciones de hechos y en 

lo pertinente al recurso que nos ocupa, la Jueza Administrativa del 

DACo concluyó como sigue: 

 En el presente caso la prueba desfilada demostró 

que Empresas Mundo Motors, Imports, Inc. h/n/c 
Mundo Motors no notificó verbalmente a la parte 
querellante en el contrato de compraventa que el 

vehículo objeto de la querella había sido impactado y 
reparado.  El que la parte querellada no hubiera 

informado este hecho esencial a la parte querellante 
conlleva la nulidad del contrato ya que el 
consentimiento de la querellante estuvo viciado.  La 

parte querellante no hubiera adquirido el automóvil de 
haber conocido que había sido impactado y reparado. 

 
 Declarada la nulidad del contrato procede que las 
partes se restituyan las prestaciones. 

 
 Empresas Mundo Motors, Imports, Inc. h/n/c 
Mundo Motors y Reliable Financial Services, Inc. son 

solidariamente responsables de la devolución del precio 
a la parte querellante.2  (Énfasis nuestro). 

 

 Inconforme con la anterior determinación, el 6 de julio de 

2018, la recurrente instó el recurso de revisión administrativa de 

epígrafe y adujo que el DACo cometió el siguiente error: 

Erró el Honorable Departamento de Asuntos del 

Consumidor al no tomar en consideración a la totalidad 
del expediente, y la prueba documental contenida en el 
mismo. 

 

 El 14 de agosto de 2018, dictamos una Resolución para 

concederle a la recurrida un término a vencer el 5 de septiembre de 

2018, para presentar su alegato en oposición.  El 13 de agosto de 

2018, el DACo instó un Alegato de la Agencia Recurrida.3  Por su 

parte, la recurrida no presentó su alegato según ordenado, ni solicitó 

prórroga para hacerlo, por lo cual no contamos con el beneficio de 

la comparecencia de la recurrida.  A la luz de los documentos que 

obran en autos, procedemos a exponer el derecho aplicable. 

 

                                                 
2 Id., a la pág. 13. 
 
3 El Alegato de la Agencia Recurrida se toma por no puesto, toda vez que no le 

corresponde al DACo, como ente adjudicador, comparecer ante este Tribunal en 

el caso de autos. 
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II. 

Constituye norma jurídica firmemente establecida en el 

ámbito del derecho administrativo que los tribunales deben 

concederle la mayor deferencia a las decisiones administrativas por 

gozar las mismas de una presunción de validez, dada la experiencia 

que se les atribuye a estas.  IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 

184 DPR 712, 744 (2012); Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 

DPR 969, 1002 (2011).  La anterior normativa se fundamenta en que 

son los organismos administrativos los que poseen el conocimiento 

especializado sobre los asuntos que por ley se le han delegado.  Asoc. 

Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010); JP, Plaza 

Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 186 (2009).  

En cuanto a las determinaciones de hechos formuladas por la 

agencia recurrida, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido reiteradamente que, como norma general, los tribunales 

no intervendrán con estas, siempre y cuando se desprenda del 

expediente administrativo evidencia sustancial que las sostenga.  Al 

realizar dicha determinación, los tribunales deben utilizar un 

criterio de razonabilidad y deferencia.  The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 821-822 (2012); Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty et al. II, supra.  A su vez, la evidencia sustancial es aquella 

relevante que una mente razonada podría entender adecuada para 

sostener una conclusión.  Torres Santiago v. Depto. Justicia, supra, 

a la pág. 1003, citando a Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 76-77 

(2004).  

Con el propósito de “convencer al tribunal de que la evidencia 

en la cual se fundamentó la agencia para formular una 

determinación de hecho no es sustancial, la parte afectada debe 

demostrar que existe otra prueba en el expediente que reduzca o 

menoscabe el valor probatorio de la evidencia impugnada, hasta el 

punto de que no se pueda concluir que la determinación de la 
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agencia fue razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba que 

tuvo ante su consideración”.  Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 

131 (1998).  Véanse, además, Rebollo v. Yiyi Motors, supra, a la pág. 

77; Metropolitana S.E. v. A.R.PE., 138 DPR 200, 212-213 (1995); 

Hilton Hotels v. Junta de Salario Mínimo, 74 DPR 670, 686-687 

(1953). 

No obstante, las conclusiones de derecho realizadas por las 

agencias serán revisables en toda su extensión.  Torres Santiago v. 

Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, supra.  

Ahora bien, esto no significa que los tribunales pueden descartar 

libremente las conclusiones e interpretaciones de la agencia.  Torres 

Santiago v. Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et 

al. II, supra; Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expuesto que “[l]a 

deferencia reconocida a las decisiones de las agencias 

administrativas habrá de ceder, solamente, cuando la misma no esté 

basada en evidencia sustancial, cuando la agencia ha errado en la 

aplicación de la ley y cuando su actuación resulte ser una arbitraria, 

irrazonable o ilegal”.  The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra, a 

la pág. 822. Véase, además, Otero v. Toyota, supra.  Igualmente, el 

Tribunal Supremo ha clarificado que la deferencia concedida a las 

agencias administrativas únicamente cederá cuando: (1) la 

determinación administrativa no está basada en evidencia 

sustancial; (2) el organismo administrativo ha errado en la 

aplicación o interpretación de las leyes o los reglamentos que se le 

ha encomendado administrar; (3) cuando el organismo 

administrativo actúa arbitraria, irrazonable o ilegalmente, 

realizando determinaciones carentes de una base racional; o (4) 

cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales.  IFCO Recycling v. Aut. Desp. 
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Sólidos, supra, a las págs. 744-745, citando a Empresas Ferrer v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007). 

A tenor con los principios enunciados, resolvemos la 

controversia ante nuestra consideración. 

III. 

 La recurrente sostuvo, en su único señalamiento de error, que 

incidió el DACo al decretar la nulidad del contrato de compraventa 

de vehículos de motor debido a que existe evidencia documental en 

el expediente de autos de la cual se desprende que la recurrida fue 

informada por escrito que el auto vendido había sido chocado.  En 

particular, explicó que, en la factura de compraventa y en el anejo a 

dicha factura, consta por escrito que el auto fue chocado 

anteriormente.  Por consiguiente, planteó que procede la revocación 

del dictamen aquí impugnado.  No le asiste la razón a la recurrente 

en su argumento. 

 Ciertamente, en la factura del contrato de compraventa y su 

anejo consta por escrito que el auto, eje de la controversia, había 

sido anteriormente chocado.  No obstante, la Regla 30.2 del 

Reglamento Núm. 7159 de 1 de junio de 2016, Reglamento de 

Garantías de Vehículos de Motor, taxativamente dispone que “todo 

vendedor de un vehículo de motor usado, el cual haya sido 

impactado y reparado posteriormente, deberá indicarlo 

verbalmente y notificarlo por escrito al consumidor en el contrato 

de compraventa.”  Examinado el expediente ante nos 

detenidamente, no encontramos prueba que demuestre que la 

recurrida fue informada de manera verbal al momento de la 

compraventa que el auto que interesaba comprar fue impactado y 

necesitó ser reparado.4  Lo anterior, vicia irremediablemente el 

                                                 
4 Resulta imprescindible destacar que la recurrente no presentó una transcripción 

de la prueba oral, ni solicitó autorización para ello.  Por consiguiente, estamos 
impedidos de evaluar la prueba oral vertida en la vista administrativa, y le 

debemos conferir la deferencia correspondiente a las determinaciones de hechos 

plasmadas por el DACo en el dictamen recurrido.  
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consentimiento prestado por la recurrida, quien, de acuerdo a la 

Resolución impugnada, no hubiese comprado el auto de haber 

conocido que el mismo fue chocado y reparado.  Ante estas 

circunstancias, coincidimos con el DACo en cuanto a que procedía 

anular el contrato de compraventa. 

 En atención a lo antes expuesto, concluimos que el recurrente 

no logró demostrar que las determinaciones de hecho realizadas por 

el DACo en la Resolución recurrida no están apoyadas por evidencia 

sustancial que conste en el expediente administrativo.  Tampoco 

logró establecer que existe otra prueba en el expediente que reduce 

o menoscaba el valor probatorio de la evidencia que presentó la 

recurrida y que, obviamente, fue evaluada y creída por el 

DACo.  Mucho menos ha probado que la determinación de la agencia 

es irrazonable, arbitraria o caprichosa.   

 De conformidad con los fundamentos previamente 

consignados y de acuerdo a las normas de revisión judicial 

aplicables, no encontramos base jurídica racional para arribar a un 

resultado distinto al que llegó el DACo.  Por lo tanto, procede 

confirmar el dictamen recurrido.  No obstante, entendemos que la 

obligación de pago impuesta de manera solidaria a Reliable resulta 

improcedente.  En vista de ello, modificamos la Resolución recurrida, 

a los únicos efectos de disponer que la recurrente deberá devolverle 

a la recurrida el pronto que esta le entregara y Reliable deberá 

reembolsarle los pagos a plazos, que esta le hubiese hecho, en virtud 

del contrato de financiamiento de la venta condicional a plazos. 

IV. 

En virtud de los fundamentos que expresamos a 

continuación, modificamos la Resolución recurrida a los únicos 

efectos de eliminarle a Reliable Financial Services, Inc., la 

solidaridad que le impusiera el DACo.  Así modificada, se confirma 

la Resolución recurrida. 
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 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


